
		
			
				[image: Lecciones de Derecho Constitucional]
			

		

	
		
			MARÍA LUISA BALAGUER CALLEJÓN

			Catedrática de Derecho Constitucional
Universidad de Málaga

			LECCIONES DE DERECHO CONSTITUCIONAL

			TERCERA EDICIÓN

			[image: ]

		

	
		
			A Rafael Barranco

		

	
		
			
			
ABREVIATURAS

			
				
					
					
				
				
					
							
							ATC

						
							
							Auto del Tribunal Constitucional

						
					

					
							
							CC

						
							
							Código Civil

						
					

					
							
							CA

						
							
							Comunidad Autónoma

						
					

					
							
							CCAA

						
							
							Comunidades Autónomas

						
					

					
							
							CE

						
							
							Constitución Española

						
					

					
							
							CP

						
							
							Código Penal

						
					

					
							
							CGPJ

						
							
							Consejo General del Poder Judicial

						
					

					
							
							EEAA

						
							
							Estatutos de Autonomía

						
					

					
							
							LEC

						
							
							Ley de Enjuiciamiento Civil

						
					

					
							
							LECr

						
							
							Ley de Enjuiciamiento Criminal

						
					

					
							
							LOPD

						
							
							Ley Orgánica de Proteccion de Datos

						
					

					
							
							LOPJ

						
							
							Ley Orgánica del Poder Judicial

						
					

					
							
							LOREG

						
							
							Ley Orgánica de Régimen Electoral General

						
					

					
							
							LORGP

						
							
							Ley Orgánica del Régimen General Penitenciario

						
					

					
							
							LOTC

						
							
							Ley Orgánica del Tribunal Constitucional

						
					

					
							
							RDL

						
							
							Real Decreto-Ley

						
					

					
							
							RDLegislativo

						
							
							Real Decreto Legislativo

						
					

					
							
							RTV

						
							
							Radio Televisión

						
					

					
							
							STC

						
							
							Sentencia del Tribunal Constitucional

						
					

					
							
							STS

						
							
							Sentencia del Tribunal Supremo

						
					

					
							
							TC

						
							
							Tribunal Constitucional

						
					

					
							
							TEDH

						
							
							Tribunal Europeo de Derechos Humanos

						
					

					
							
							TJUE

						
							
							Tribunal de Justicia de la Unión Europea

						
					

					
							
							TV

						
							
							Televisión

						
					

					
							
							UE

						
							
							Unión Europea

						
					

				
			

		

	
		
			LECCIÓN 1

			
LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978

			SUMARIO: I. Introducción. II. La transición política en España. III. El proceso constituyente y la Constitución Española de 1978. IV. Bibliografía.

			
I. INTRODUCCIÓN

			Las constituciones se pueden clasificar en dos modelos que atienden fundamentalmente a su grado de normatividad. Históricamente, las Constituciones han surgido como un pacto o imposición entre las diferentes fuerzas políticas de una sociedad o Estado, y ese acto «constitutivo» tiene un primer momento político, de fórmula originaria que prefigura un modelo, y unas consecuencias jurídicas, cuyo grado de intensidad determina la naturaleza de la Constitución. En ese sentido, las primeras Constituciones tuvieron una naturaleza programática, que establecía una fórmula de organización política y reconocimientos de derechos, pero sin posibilidad coercitiva de ejercerlos en caso de infracción o incumplimiento. Debido fundamentalmente a las circunstancias que rodearon la Segunda Guerra Mundial, en la que las circunstancias políticas superaron el marco constitucional con la implantación del nazismo, se hizo necesario avanzar un paso más en la juridificación del derecho y, a partir de ese momento, las Constituciones se dotaron de una normatividad que garantizara que ese momento histórico no llegara a repetirse.

			La Constitución Española es una Constitución normativa y sustenta un modelo de Estado calificado como Estado Social y Democrático de Derecho. Así lo dice el artículo 1 cuando prescribe que España se constituye en un Estado Social y Democrático de Derecho que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

			Son tres las notas que caracterizan, por tanto, al Estado y cada una de ellas tiene un valor histórico delimitado y concreto. Que estemos en un Estado de Derecho significa ante todo que todo poder ha de estar sometido al Estado, y la sumisión de toda política, economía y sociedad al imperio de la ley, de modo tal que al derecho no se le sustraiga ninguna parcela social. Los poderes fácticos, propios de sistemas políticos totalitarios, quedan en el Estado de Derecho fuera de consideración, y toda actividad pública es, en este sentido, una actividad legal.

			La formulación clásica del Estado de Derecho implica tres elementos, primero, la sumisión del Poder al Derecho que en nuestro actual Estado Social y Democrático de Derecho consagra el artículo 9.1 CE, segundo, la división de poderes en los tres poderes clásicos de Montesquieu, Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial que nuestra CE reconoce y regula en los Títulos III, IV y VI, y tercero, el reconocimiento de derechos a la ciudadanía, que en la formulación del Estado liberal burgués de Derecho de la Revolución Francesa se identificaba con los derechos del dejar hacer, dejar pasar como la libertad de imprenta o la libertad de contratación, y que en nuestra CE son los derechos fundamentales del Título I, capítulo II.

			El Estado Democrático implica la sujeción a reglas de procedimiento que sigan asimismo las normas jurídicas establecidas, pero en el sentido ahora de que la toma de las decisiones políticas sea conforme a procesos democráticos. No solamente, aunque también, a la elección de las personas representantes políticos, sino al conjunto de la actividad que se despliegue en la sociedad. El Estado democrático no puede agotar su función en unas elecciones periódicas cuyos representantes decidan tras cada período electoral las medidas que se imponen a la ciudadanía, sino que un verdadero Estado Democrático ha de serlo en la totalidad de la actividad humana. La toma de decisiones de cada institución o cada grupo ha de efectuarse de manera que ese proceso sea democrático, cuente con los factores de legitimación de ese sistema, y tenga a su vez posibilidad de corrección de los elementos que perturben la democraticidad del proceso.

			Finalmente, el Estado Social se caracteriza por la implicación en los valores y fines de la sociedad. Se trata de adicionar al Estado de Derecho, la fórmula «Social» que deriva en un Estado asistencial, definiendo objetivos a cumplir para la redistribución de la riqueza, y exige la participación pública en la economía. El Estado se justifica por su función social y mantiene un equilibrio de compromiso entre las diferentes fuerzas políticas, sociales y económicas mediante la redistribución de la riqueza.

			Desde este punto de vista se puede hablar de Estado Social cuando se produce esa efectiva implicación en los fines y medios de que una sociedad dispone para el desarrollo y crecimiento. No basta, por tanto, una mera denominación de la fórmula Estado Social si esa Constitución no contiene precisas y concretas garantías para el cumplimiento de los fines del mismo. De este modo, hay que constatar, antes de definir el modelo constitucional español, si con independencia de su fórmula se contiene una regulación de las condiciones en las que se pueden ejercitar los derechos que garantizan que estemos ante un Estado Social, y si existen mecanismos de control que lo hagan posible.

			El Estado Social exige un contenido de justicia distributiva, de dar a cada persona o grupo según sus necesidades. Se diferencia así de los modelos liberales de Estado propios del siglo XIX en los que la iniciativa económica se presumía suficiente para lograr el equilibrio entre la oferta y la demanda.

			El paso del Estado Liberal al Estado Social de Derecho exige una reformulación de formas y contenidos. De los caracteres del Estado Liberal, que se basa en una concepción patrimonial del derecho, con relaciones jurídicas privadas, sin existencia de la tutela pública de los derechos y protector del individuo frente al Estado, se pasa a un Estado implicado en los fines sociales, que actúa sobre el mercado con la finalidad de regularlo y de redistribuir entre los menos favorecidos, y que debe proporcionar la tutela a los sujetos, no solo ante el Estado, sino también ante la sociedad.

			Y en este sentido, nuestra Constitución se alinea con los modelos constitucionales europeos de posguerra, que consideran frente al modelo liberal, que el Estado no es un elemento neutro en la sociedad sino que interacciona con ella, en el ámbito económico, garantizando, mediante la redistribución, la satisfacción de las necesidades elementales de supervivencia de los individuos.

			Entre las funciones que se atribuyen al Estado está la de atender a las prestaciones sociales y subvenir a las necesidades de las personas. Para ello el Estado interviene en la economía, a diferencia del abstencionismo del Estado Liberal, que agotaba sus fines en la libre competencia del mercado.

			
II. LA TRANSICIÓN POLÍTICA EN ESPAÑA

			Cuando se habla de transición política se hace referencia al proceso que tiene lugar en España a partir de la muerte del dictador, en el que se restablecen los derechos y libertades que habían sido abolidos durante la etapa franquista.

			La legislación franquista no se apoyaba en una Constitución, sino en lo que se llamaron Leyes Fundamentales, una serie de normas dictadas en diferentes momentos de la dictadura. Así, el Fuero del Trabajo, aprobado por Decreto de 9 de marzo de 1938, todavía sin terminar la Guerra Civil. Posteriormente la Ley de las Cortes Españolas de 17 de julio de 1942, que regula la función legislativa de una institución creada por Franco, pero que no es elegida por el pueblo, sino nombrada directamente por él. A continuación el Fuero de los Españoles de 17 de julio de 1945, que regula derechos y deberes de los españoles: este Fuero fue aprobado por las Cortes Españolas, pero sus normas son meramente programáticas, pues no existía en la práctica institución que garantizara esos derechos, como es consustancial con los regímenes autoritarios. Además, la Ley de Referéndum, de 22 de octubre de 1945, por la que se regulaban las consultas sobre los temas que se considerasen de interés nacional; la Ley de Sucesión a la Jefatura del Estado de 27 de julio de 1947, la Ley de los Principios Fundamentales del Movimiento Nacional y, finalmente, la Ley Orgánica del Estado de 1967.

			Todas estas leyes estaban concebidas desde una estructura dictatorial y en ningún caso suponían nada más que un armazón del que el régimen se valía para pretender una burda legitimación. Las Cortes estaban formadas por un partido único, que era la prolongación del poder del dictador y la Administración obedecía a esa estructura de poder. En ningún caso se podían ejercitar derechos democráticos y la sola palabra democracia era considerada tabú por el régimen.

			Antes de la muerte del General, se puede considerar un cambio importante en la deriva del propio Régimen, que coincide con el asesinato a manos de ETA de Carrero Blanco y el nombramiento de Arias Navarro como Presidente del Gobierno designado por Franco. En ese momento se inició una cierta apertura respaldada por el Decreto-Ley 7/1974, de 21 de diciembre, que regulaba el asociacionismo político. Conocido como el «espíritu del 12 de Febrero», este programa reconoce el derecho de las asociaciones, bajo el que pudieran enmascararse algunos partidos políticos, pero sin permitir en la práctica el pluralismo político, pues estaban sujetos en su creación a la autorización administrativa, por lo que el régimen controlaba hasta donde pudiera llegar esa apertura política.

			La doctrina ha venido distinguiendo, de forma más o menos convencional, varias etapas en el proceso de la transición política de la dictadura a la democracia. Estas etapas varían según los criterios utilizados por los autores. Hay quienes parten del dato de la muerte de Franco y distinguen tres etapas: la primera, desde la muerte del dictador hasta la aprobación por referéndum de la Ley para la Reforma Política de 1976. La segunda etapa iría desde ese momento hasta las elecciones de junio de 1977 y, por último, la tercera abarcaría desde estas primeras elecciones democráticas hasta la aprobación de la Constitución Española de 1978.

			En la primera etapa, a la muerte del dictador, ya existía una importante oposición política, tanto en España como fuera del Estado, en algunos casos de personas exiliadas que no podían entrar en el país, y que se habían organizado en partidos políticos clandestinos, habida cuenta la ilegalidad de cualquier forma de pluralismo político entonces existente. En esta primera etapa es importante señalar el grado de imprecisión con el que se conducían las decisiones políticas, todavía sometidas a las leyes de la dictadura, prohibido el reconocimiento de los partidos políticos, pero con intentos de apertura del propio régimen, que no quería mantenerse al margen del desarrollo de los acontecimientos políticos que se gestaban desde fuera de España, o en la clandestinidad, para organizar un proceso que trajera a España un modelo de Estado democrático.

			Esta etapa se puede considerar la transición política propiamente dicha que se iniciaría a la muerte del dictador. En noviembre de 1975 ocupa la Jefatura del Estado el Rey Juan Carlos I, que presta juramento a las Leyes Fundamentales y se restaura la Monarquía en España. Se amplían algunos derechos políticos y se intenta ir hacia un cambio de modelo político controlado desde dentro.

			Pero no es hasta julio de 1976 cuando se acomete en profundidad este cambio, al llegar a la Presidencia del Gobierno Adolfo Suárez, considerado como el verdadero artífice de la transición con la Ley para la Reforma Política, que se somete a referéndum del pueblo español en diciembre de 1976. En 1977 se legalizan los partidos políticos y se fijan las primeras elecciones libres para el 15 de junio de 1977.

			Ahora bien, ya antes del fallecimiento de Franco la realidad política del país desbordaba con mucho las previsiones del régimen. En el exterior ya se habían constituido en plataformas aquellos partidos políticos que en España estaban en la clandestinidad, y se llevaban a cabo actuaciones en el interior más o menos toleradas.

			A la muerte del dictador se restaura la monarquía en la persona de Juan Carlos I, según las previsiones sucesorias de la Ley de la Sucesión a la Jefatura del Estado de 27 de julio de 1947 y la Ley de 22 de julio de 1969, que lo designaba expresamente.

			A partir de este momento se producen una serie de reformas legislativas, todas ellas de reducido alcance en relación con las reivindicaciones de los partidos políticos todavía clandestinos, hasta que Adolfo Suárez es elegido Presidente del Gobierno y formula un programa político que culmina con la Ley 1/1977, para la Reforma Política, aprobada por unas Cortes todavía franquistas, pero ha de destacarse que fue sometida a referéndum, como Ley Fundamental que era, y aprobada mayoritariamente por el pueblo español.

			En esta ley se recogía ya el principio democrático de la soberanía popular, dos Cámaras de representantes, el Congreso de los Diputados y el Senado, y un sistema electoral para llevar a cabo las primeras elecciones democráticas, basado en la ley D’Hondt, y que inspiraría luego la actual legislación en materia electoral.

			En los primeros meses del año 1977 se promulgaron diferentes Reales Decretos-Leyes que liberalizaron derechos fundamentales importantes: así, el derecho de huelga a los trabajadores por RDL 17/1977, de 4 de marzo; el RDL 24/1977, de 1 de abril, sobre libertad de expresión, que despenaliza determinadas conductas relacionadas con la difusión de informaciones o, previamente, el Real Decreto-Ley 12/1977, de 8 de febrero, sobre el derecho de asociación política para posibilitar la creación de partidos políticos.

			A partir de estos momentos, se legaliza la mayor parte de los partidos políticos, hasta entonces en la clandestinidad, a excepción del Partido Comunista, que tras un proceso administrativo complejo, fue finalmente también legalizado.

			La tercera etapa de la transición se caracterizaría por la celebración de las primeras elecciones democráticas en España, desde la II República. El 15 de junio de 1977 tienen lugar estas elecciones, que inician un verdadero proceso constituyente, con la elección de un Parlamento democrático, que tras la larga dictadura franquista, debía aprobar una Constitución, que sería votada por el pueblo español.

			Durante todo este período se inicia un intento de apertura del régimen hacia el exterior, con la finalidad de legitimar el proceso democrático, consciente de que el aislamiento internacional no permitía sostener una situación económica a largo plazo, y de la necesidad de que España se integrara en Europa. Las medidas que se adoptan en este ámbito consisten en la firma de un Acuerdo Preferencial con la entonces Comunidad Económica Europea, para liberalizar el comercio exterior en materia de aranceles y exportación e importación, ante la imposibilidad de conseguir la entrada en esa Comunidad por razones del propio sistema político, y en una apertura en el sistema de libertades públicas, que intenta legitimar el poder todavía afianzado en las instituciones del franquismo.

			La victoria en las elecciones del partido político de la Unión de Centro Democrático, liderada por el propio Suárez, permite que se inicie un proceso constituyente que culmina con la Constitución Española de 1978.

			
III. EL PROCESO CONSTITUYENTE Y LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978

			Una vez celebradas las primeras elecciones democráticas en nuestro país desde la II República, las Cortes salidas de estas elecciones se proponen la formación de una Constitución democrática, mediante un proceso constituyente que, a partir del texto elaborado por una Ponencia Constitucional, se sometiera a la consideración del Congreso y del Senado, y fuera aprobada en referéndum por el pueblo español.

			La Ponencia se constituyó con siete miembros, que representaban a los partidos políticos de mayor representación parlamentaria, y entre parlamentarios de reconocido prestigio profesional en el ámbito del derecho. Se tramitó con las respectivas enmiendas en el Congreso y en el Senado, por lo que el texto presentado por la Comisión Mixta de las Cortes fue aprobado por ambas Cámaras y se sometió a referéndum donde se aprobó por una importante mayoría.

			La Constitución Española de 1978 es una Constitución moderna, enmarcada en el constitucionalismo europeo que tiene lugar después de la Segunda Guerra Mundial, con claras influencias de este, especialmente de la Constitución Italiana de 1947 y la Ley Fundamental de Bonn de 1949.

			La peculiaridad más relevante de la Constitución Española la constituye el consensus que preside todo el proceso constituyente, en torno a las posiciones políticas fundamentales, y que fue aceptado por la práctica totalidad de los partidos políticos, desde luego por los mayoritarios, permitiendo llegar a un texto en el que cada fuerza política cedió una parte de sus aspiraciones para conseguir ese acuerdo.

			El resultado final fue una Norma Fundamental que recoge una forma de Estado, la Monarquía Parlamentaria, un sistema político basado en la democracia y en un modelo de Estado Social y Democrático de Derecho, con un elenco de derechos fundamentales garantizados y unas instituciones democráticas.
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			LECCIÓN 2

			
EL SISTEMA CONSTITUCIONAL DE LAS FUENTES DEL DERECHO

			SUMARIO: I. Introducción. II. La Constitución Española como fuente del derecho. III. Los principios y valores constitucionales. IV. Las leyes. 1. Las leyes orgánicas. A) Concepto de ley orgánica. B) Evolución histórica y comparada de las leyes orgánicas. C) El ámbito material de las leyes orgánicas. D) La posición de las leyes orgánicas en el sistema de fuentes. 2. Las leyes ordinarias. V. Las normas con fuerza de ley. 1. Los decretos-leyes. 2. Los decretos legislativos. VI. Los tratados internacionales. VII. Ordenación del sistema de fuentes del derecho. VIII. La reforma de la Constitución. IX. Bibliografía.

			
I. INTRODUCCIÓN

			Las fuentes del derecho apuntan al origen de las normas jurídicas. Es la Constitución la que regula las fuentes del derecho. Con anterioridad al modelo de constitución normativa, las fuentes del derecho se encontraban reguladas en el Código Civil, considerado el derecho común a los demás sectores del ordenamiento jurídico, pero dada la naturaleza normativa del constitucionalismo actual, y de nuestra propia Constitución, el sistema de fuentes está constitucionalizado, considerando que la regulación que todavía permanece en nuestro Código Civil, ha de adaptarse a la previsión constitucional.

			Hasta la entrada en vigor de la Constitución es, pues, el Código Civil la norma que regula el sistema de fuentes. Sin embargo, desde la promulgación de la Constitución, la regulación de dicho sistema ha de partir de la Constitución misma, como Norma Fundamental del Estado de la que emanan todas las demás normas, y a cuya conformidad han de someterse.

			La regulación del Código Civil en su artículo 1 establece y sistematiza las fuentes del derecho como la ley, la costumbre y los principios generales del derecho. No define ninguna de estas fuentes, sino que las jerarquiza en su aplicación. Así, sitúa en primer lugar a la ley, en segundo lugar a la costumbre, que regirá solamente en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral o al orden público y que resulte probada. Ha de entenderse, en cuanto a la regulación de la costumbre en el apartado 3 del artículo 1 del Código Civil, que este precepto tiene que interpretarse de conformidad con la Constitución y, desde esta interpretación, la moral no es un elemento interpretativo de las normas jurídicas, dada la indudable separación entre la moral y el derecho propia de un estado constitucional. Finalmente, los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley o de costumbre, sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico. También este apartado 4 ha de ser matizado desde la Constitución, atendiendo a la existencia de principios constitucionales. Así, el principio de proporcionalidad en la interpretación de las normas puede ser preferente respecto de la costumbre, regulada en el Código Civil, si resultase del análisis de las normas a aplicar, que en el supuesto concreto, se trata de una costumbre en desuso, en relación con el caso al que se aplica ese principio. De este modo, puede decirse que los principios constitucionales se imponen a los generales del derecho, a la ley y a la costumbre.

			
II. LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA COMO FUENTE DEL DERECHO

			La primera fuente del derecho en un ordenamiento constitucional es la Constitución. En ella se contienen, no solamente principios y valores que inspiran a otras fuentes del derecho, sino también normas jurídicas de aplicación directa y la ordenación del propio sistema de fuentes.

			A diferencia de las constituciones programáticas del siglo XIX y primer tercio del siglo XX, que contenían solamente principios inspiradores de las leyes, la Constitución Española es una constitución normativa. Su normatividad deriva del propio texto constitucional, dada la redacción del artículo 9.1 CE, donde se dice que «Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico».

			Expresamente, el artículo 5.1 LOPJ establece que «La Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico». La normatividad de la CE implica no sólo su configuración como norma suprema, sino también la vinculación de todos los poderes públicos y la ciudadanía (art. 9.1 CE), y el principio de interpretación conforme a la CE que consagra el artículo 5.1 LOPJ. Así como su aplicabilidad directa, aunque no todos los preceptos constitucionales obligan del mismo modo (art. 53 CE).

			La caracterización de las fuentes del derecho en la Constitución viene determinada directamente por un grupo normativo ubicado en distintos títulos, con independencia de otras normas que indirectamente señalan criterios interpretativos más precisos. Además del apartado 1 del artículo 9 señalado, el tercero garantiza el principio de legalidad, el de jerarquía de las normas, el de publicidad, el de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, el de seguridad jurídica, y los de la responsabilidad e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

			En segundo lugar, el artículo 53 CE establece los diferentes niveles de protección de los derechos. En su apartado primero obliga a la regulación por ley, con respeto al contenido esencial, del ejercicio de los derechos y libertades. Asimismo, en el tercero establece el nivel de vinculación de los poderes públicos a los principios rectores, que deben informar la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos, lo que convierte en fuente de derecho a estos principios rectores.

			En tercer lugar, el artículo 37 se refiere a los convenios colectivos entre trabajadores y empresarios: en la medida en que su fuerza vinculante entre las partes es la misma de una norma jurídica; son materialmente normas jurídicas.

			En cuarto lugar y ya de manera más directa, los capítulos II y III del Título III CE regulan los diferentes procedimientos de creación de la ley y las normas con rango de ley. En este sentido, se distingue entre leyes orgánicas y ordinarias, decretos-leyes y decretos legislativos en el capítulo II, y los tratados internacionales en el capítulo III.

			Todavía en el artículo 97 CE se regula la potestad reglamentaria del gobierno, cuando se reconoce a este la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

			
III. LOS PRINCIPIOS Y VALORES CONSTITUCIONALES

			Los principios constitucionales son la expresión de unos valores sociales que se imponen en el mundo jurídico llegando a constituir verdaderas normas jurídicas.

			Los principios constitucionales los constituyen todos aquellos elementos de inspiración a que hace referencia la formación de las normas constitucionales. La Constitución se ha creado con referencia a un contexto social y normativo, que plasma y contiene una serie de principios, acordes a una manera de entender la vida y la sociedad.

			El desarrollo constitucional a través de las leyes y reglamentos ha de tener en cuenta cuáles son esos principios, y la ley tendrá un contenido más acorde con la Constitución cuanto más se acerque a los principios constitucionales.

			Estos, en cuanto normas jurídico-constitucionales, también hacen referencia a aquellos criterios informadores de las normas jurídicas, que se utilizan en la fase interpretativa del derecho, para su aplicación. A la hora de resolver una situación concreta, el operador jurídico ha de buscar la congruencia de esa norma con el propio ordenamiento jurídico, con los valores que existen en esa sociedad, y adecuar su resolución a esos principios por los que se rige el ordenamiento y la sociedad. La Constitución recoge una serie de principios de los que el operador jurídico no debe apartarse, so pena de interpretar las normas jurídicas en contra de los principios constitucionales.

			Una ley puede llegar a ser declarada inconstitucional por ser totalmente contraria a algunos principios constitucionales, cuando se trate de principios que tienen una importante fuerza constitucional, como el principio de proporcionalidad o el de irretroactividad de las leyes sancionadoras.

			La Constitución de hecho, en algunos casos, ha reconocido como derechos fundamentales algunos principios generales del derecho que regían con anterioridad a la Constitución misma: el principio de presunción de inocencia que operaba en el derecho penal como inspirador de una sentencia absolutoria si no se destruía tal presunción, ahora se encuentra constitucionalizado en el artículo 24.2 como un verdadero derecho fundamental, que impide en la actualidad la condena de una persona si no se dan ciertos requisitos del proceso.

			Otros tienen una importante fuerza normativa, como el principio de legalidad, cuya inobservancia ha sido declarada inconstitucional por parte del Tribunal Constitucional.

			Los principios constitucionales coinciden en buena parte con los principios generales del derecho, que preexistían en nuestro ordenamiento, como el principio de legalidad o el de irretroactividad de las normas penales. En otros casos, permanecen en nuestro ordenamiento fuera del texto constitucional una serie de principios que hacen referencia a sectores concretos del ordenamiento como la buena fe o la no restricción de los derechos. La relación entre los principios generales del derecho y los principios constitucionales es de superioridad por parte de la Constitución en cuanto norma jerárquicamente superior a todas las normas jurídicas. Y además, también, por un principio constitucional que es la consecuencia de esto, el principio de interpretación conforme a la Constitución, que desarrolla el artículo 5 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. Finalmente, en algunos casos, tenemos algunos principios que también constituyen valores y derechos, como el caso paradigmático de la igualdad.

			Es difícil la diferenciación entre principios y valores, aunque puede decirse que los principios tienen un contenido más abierto que los valores. Los valores son más concretos y están en la frontera entre las normas jurídicas y los principios. También se ha intentado expresar como una diferencia de medio a fin: los principios, en este caso, serían el medio del que se vale un ordenamiento para realizar los valores que tiene atribuidos en el ordenamiento jurídico, por lo que los principios serían la manifestación de esos valores.

			En la Constitución se positivan lo que el artículo 1.1 llama valores superiores del ordenamiento jurídico, que son la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

			
IV. LAS LEYES

			La Constitución regula en el Título III las Cortes Generales y, en el capítulo 2 de este Título, los procedimientos de elaboración de las leyes. No define los distintos tipos de ley que resultan de estos diferentes procedimientos de regulación, limitándose a diferenciarlas en función de la materia que regulan.

			
1. LAS LEYES ORGÁNICAS


			El artículo 81.1 dice que son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las que aprueben los estatutos de autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la Constitución. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto.

			Las leyes orgánicas son una institución que pretende reforzar ciertas materias frente a la ley ordinaria. Tienen su antecedente en Francia y han pasado a nuestro ordenamiento constitucional por la necesidad que el constituyente ha visto de atribuir un grado mayor de legitimidad a aquellas materias consideradas de mayor importancia.

			Su naturaleza jurídica ha planteado problemas en relación con otras fuentes del derecho, sobre todo con la ley ordinaria. La doctrina, en líneas generales, pero con alguna excepción minoritaria, ha considerado que la relación entre ambas es de configuración material, es decir, que no hay una relación de jerarquía entre la ley orgánica y la ordinaria, sino competencial: la ley orgánica regula las materias que taxativamente le atribuye el artículo 81.1 y ninguna más, en tanto que las leyes ordinarias pueden regular el resto de las materias.

			En ese sentido, cuando una ley orgánica regule materias que excedan de las que tiene atribuidas, esa ley orgánica sería inconstitucional, dado que la relación con la ley ordinaria no es de jerarquía, de modo que pueda asumir como fuente del derecho todas aquellas normas que jerárquicamente estuvieran por debajo, sino de competencia para abordar la materia objeto de su regulación.

			El Tribunal Constitucional ha considerado también que la relación entre ley orgánica y ley ordinaria es material. Ahora bien, en el caso en que una ley orgánica regule materias que sean objeto de ley ordinaria, el legislador debe detallar qué preceptos son orgánicos y cuáles ordinarios. En caso de no hacerlo así, será el propio Tribunal el que adscriba estas normas a la ley ordinaria.

			Ello ha de ser así también por una razón de orden lógico. En la medida en que la aprobación de una ley orgánica exige mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados, el concepto ha de ser restrictivo, para impedir la petrificación del ordenamiento, pues la imposibilidad de conseguir esa mayoría podría llevar a una imposibilidad legislativa dilatada en el tiempo.

			A) Concepto de ley orgánica

			El artículo 81 CE regula un tipo especial de leyes que llama orgánicas. No las define, sino que directamente considera que «son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la Constitución».

			El párrafo segundo del mismo artículo 81 tampoco contiene elemento alguno de definición cuando señala el procedimiento para la aprobación, modificación y derogación de las leyes orgánicas con el requisito de la exigencia de mayoría absoluta del Congreso en la votación final del proyecto conjunto.

			Esta exigua regulación constitucional ha tenido como consecuencia un importante desarrollo doctrinal respecto de la naturaleza jurídica de estas leyes y su peculiar posición en el sistema de las fuentes del derecho en nuestro ordenamiento.

			B) Evolución histórica y comparada de las leyes orgánicas

			Aunque se han intentado encontrar precedentes en nuestro ordenamiento jurídico, parece más probable que las leyes orgánicas se hayan introducido en nuestra Constitución Vínculo a legislación siguiendo la influencia francesa, y con menor intensidad, la italiana.

			Por lo que respecta a los precedentes históricos de nuestro ordenamiento, en 1834 aparece por primera vez la expresión «leyes orgánicas», en un Proyecto de Constitución que no llegó a prosperar, y que establecía en sus artículos 11 y 48 la exigencia de ley orgánica para regular determinadas instituciones.

			Más adelante, en 1852, el Proyecto Bravo Murillo establece una serie de leyes esenciales sobre las instituciones políticas del Reino, con el carácter de orgánicas, inferiores a la Constitución, pero superiores a las leyes ordinarias. Y la Constitución de la República de 1931, también prevé en algunos casos leyes especiales, como en la regulación del Tribunal de Cuentas, y en otros, leyes orgánicas de carácter especial, para el Tribunal de Garantías Constitucionales. Lo que se pretende a través de estas peculiaridades legislativas, es denotar la importancia de la institución que se regula. Pero formalmente, sin embargo, tanto en esta como en las demás constituciones en que se prevé la existencia de las leyes orgánicas hasta llegar a la Constitución de 1978, el procedimiento de elaboración y aprobación no difiere en nada del seguido para la aprobación de las leyes ordinarias.

			En cuanto a la influencia del sistema francés, se encuentra una importante similitud entre el artículo 81 de nuestra Constitución y el artículo 46 de la Constitución francesa de la V República de 1958. El procedimiento de aprobación es similar, y allí la Ley orgánica ocupa una posición jerárquica en el sistema de fuentes intermedia entre la ley y la Constitución.

			Con independencia de las influencias históricas y comparadas, parece claro que en nuestra Constitución las leyes orgánicas son una consecuencia muy directa de la situación histórica en la que tiene lugar el proceso constituyente.

			Los constituyentes estaban familiarizados con el término de «ley orgánica» por nuestra tradición constitucional pero lo cierto es que no hay una equivalencia siquiera formal entre las leyes orgánicas de esa época y, o incluso las llamadas leyes orgánicas del franquismo, y las que regula el artículo 81 de la Constitución. Los contenidos son muy parecidos en cuanto a la importancia de las materias que son objeto de regulación por las leyes orgánicas, que aparecen desconstitucionalizadas y diferidas a un momento legislativo posterior, y cuya importancia se connota con la denominación de «orgánicas» para diferenciarlas de las leyes ordinarias, pero que en su aspecto formal no se diferencian en nada de las leyes ordinarias, ya que el procedimiento de su aprobación es idéntico.

			En este sentido sí se podría decir que la similitud es mayor con las leyes orgánicas francesas, porque también aquí se trata de materias de mayor importancia, pero se sigue un procedimiento de mayoría reforzada para su aprobación con lo que hay una distinción formal además de la material, entre las leyes orgánicas y las ordinarias.

			La doctrina ha encontrado la razón del reconocimiento constitucional de las leyes orgánicas en las circunstancias específicas que rodean nuestro proceso constituyente.

			El consenso político con que se redacta el texto constitucional dejó no pocas instituciones en una situación abierta y ambigua, (en algunos sentidos hasta desde un punto de vista polisémico), cuyo desarrollo fue intencionalmente diferido por los constituyentes a otro momento posterior. Pero, en el entendimiento de que se trataba de cuestiones centrales y muy importantes desde el punto de vista de la conformación del Estado (Derechos Fundamentales, distribución territorial del Estado), los constituyentes intentaron mantener esa voluntad cuasiconstituyente con la exigencia de unas mayorías cualificadas que forzaran el consenso posterior.

			Fue una forma de intentar solventar en el futuro todos aquellos escollos que durante la redacción del texto constitucional no se pudieron superar, y que se justificó por la índole de las materias a tratar. La estabilidad de determinadas instituciones por encima de las mayorías coyunturales, la importancia de los Derechos Fundamentales, del Derecho electoral y la apertura de ciertas normas constitucionales, exigían una prolongación del consenso mas allá del momento constituyente, y las leyes orgánicas garantizaban la posibilidad de seguir esa política de consenso. De ahí que algunos autores hayan considerado a las leyes orgánicas como normas de rango semiconstitucional (ALZAGA) o como leyes paraconstitucionales (HERRERO DE MIÑÓN).

			C) El ámbito material de las leyes orgánicas

			a) Los derechos fundamentales

			La Constitución en su artículo 81 determina unas materias que necesariamente han de ser reguladas por ley orgánica. Por tanto, todas estas materias solamente se pueden regular por este tipo de ley, y lo contrario, es decir, ninguna materia que no esté comprendida en el artículo 81 podrá regularse por ley orgánica. Así lo dejó establecido tempranamente el Tribunal Constitucional en sus primeras sentencias (STC 5/1981), y así ha sido considerado por la práctica generalidad de la doctrina.

			Sin embargo, si esta materia es fácilmente acotable en cuánto a las instituciones concretas que se han de regular por ley orgánica, lo que se han llamado leyes nominadas (ÁLVAREZ CONDE), en las innominadas se plantean importantes problemas de límites.

			En la regulación de los derechos fundamentales se hace visible este problema. El artículo 81 se limita a decir que serán orgánicas las relativas al «desarrollo de los derechos fundamentales y las libertades públicas».

			Esto plantea dos problemas inmediatos, de una parte, la necesidad de acotar los derechos fundamentales de exigencia de regulación por ley orgánica y de la otra la determinación de los contenidos concretos que comprende esta regulación.

			En cuanto al primer aspecto, el de la extensión, el TC ha interpretado que la referencia constitucional no es a todos los derechos fundamentales, sino solamente a aquellos que están sometidos a la garantía de un procedimiento especial de tutela, regulados en la sección primera del capítulo segundo de la Constitución, aquellos comprendidos entre el artículo 15 al 29. Si bien el artículo 14 no está en el ámbito de exigencia de ley orgánica por considerarse que el derecho de igualdad reconocido en el artículo 14 «no constituye un derecho subjetivo autónomo, existente por sí mismo, pues su contenido viene establecido siempre respecto de relaciones jurídicas concretas» (STC 76/1983).

			Con respecto a la intensidad, el TC ha interpretado que este desarrollo en relación con dos conceptos, de una parte, el de desarrollo directo, y de la otra la consideración del término «afectar».

			Desde la STC 6/1982, el Tribunal Constitucional ha entendido de forma restrictiva la exigencia de ley orgánica para el desarrollo de los derechos fundamentales. Para que sea necesaria la ley orgánica en la regulación de un derecho fundamental, ha de tratarse de un desarrollo «directo».

			De la misma forma el término «afectar» se ha interpretado por el Tribunal Constitucional como de afectación directa. La Sentencia 111/1983, distingue entre el desarrollo directo de los derechos fundamentales y la mera afectación no precisa de ley orgánica. Extender la exigencia de ley orgánica a toda afectación de los derechos fundamentales haría impracticable el derecho a juicio del Tribunal. Y ciertamente es comprensible que una afectación indirecta a un derecho fundamental no haga exigible su regulación por ley orgánica, pues es efectivamente muy difícil que cualquier norma no remita siquiera remotamente a cualquier derecho fundamental, aunque sea muy tangencialmente. La afectación requiere algo más que la mera implicación del derecho. Exige que el legislador ordinario pudiera incidir o legislar acerca del núcleo central de ese derecho fundamental, pero sería adecuado constitucionalmente que una ley ordinaria pudiera regular aspectos totalmente tangenciales de ese derecho.

			Con ello el Tribunal Constitucional interpreta de forma restrictiva el contenido material de las leyes orgánicas.

			Esta interpretación, perfectamente justificada por cuestiones de técnica jurídica, como son la rigidez que puede producir en el ordenamiento, la dificultad de consenso, o la excepcionalidad que la propia Constitución atribuye a las leyes orgánicas en cuanto tasa las materias, no lo estaría, sin embargo, como alguna vez se ha intentado justificar, por una mejor concepción del principio democrático de la mayoría. Como se ha dicho (F. BALAGUER), la exigencia de una mayoría absoluta implica un mayor respeto a las minorías, a la promoción del consenso y a participación en aspectos fundamentales de la vida política.

			Es fácil entender el plus de legitimidad democrática que adiciona a la ley ordinaria la orgánica. Por definición, su respaldo parlamentario ha de ser mayor. Aunque, también es cierto que en la medida en que es necesaria una mayoría más amplia para su aprobación, algunas materias de ley orgánica pueden ver dificultada su regulación si no es posible configurar las mayorías necesarias.

			b) Las leyes electorales

			El principal problema que plantea la determinación material de las leyes electorales, es el de si la exigencia de ley orgánica comprende solamente las elecciones legislativas o todo proceso electoral.

			El contenido literal «régimen electoral general» induce a pensar en principio que la exigencia de ley orgánica operaría solamente en la regulación de los procesos electorales al Congreso y al Senado.

			Aquí el Tribunal Constitucional ha dado una interpretación amplia de la exigencia de ley orgánica entendiendo que abarca todo tipo de procesos electorales, a excepción de las competencias de las CCAA y comprendiendo también el derecho electoral local (STC 38/1983). Se considera derecho electoral general el que regule todo proceso electoral estatal.

			Quedan fuera de la regulación por ley orgánica la elección de los Senadores de las CCAA y las elecciones que cada Comunidad Autónoma tenga establecidas en su propio Estatuto de Autonomía, en cuánto que no se da en ellos la nota de generalidad.

			En congruencia con esta jurisprudencia, la LO 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General regula tanto las elecciones al Congreso y al Senado como las especificidades de cada uno de los procesos electorales en el ámbito de las competencias del Estado.

			El preámbulo de la ley justifica esta amplitud desde un escrupuloso respeto a las competencias autonómicas, diseñando un sistema que permita no solo su desarrollo sino incluso su modificación o sustitución en muchos de sus extremos por la actividad legislativa de las CCAA. De ahí que el párrafo 3 de la disposición adicional 1.ª considere a esta ley supletoria de la legislación de las CCAA en el ámbito de sus respectivas competencias.

			c) Las leyes de aprobación de los Estatutos de Autonomía

			En relación con la aprobación de los EEAA la determinación del contenido de estas leyes no plantea ningún problema. Son dos las posibilidades de aprobación de los EEAA, el regulado en el artículo 146 y el del artículo 151 CE.

			Hay que distinguir en este sentido el estatuto de autonomía y la ley orgánica que aprueba ese Estatuto. La exigencia de ley orgánica lo es a la ley y no al Estatuto. Y la distinción es importante porque la ley por la que se aprueba ese estatuto de autonomía no tiene ninguna competencia respecto del contenido material del estatuto ni puede modificar en modo alguno su contenido, sino que es una ley cuyo contenido se agota en la aprobación de otra norma elaborada conforme a otro procedimiento e incluso por otro parlamento.

			d) Otras leyes orgánicas previstas en la Constitución

			De forma residual se recogen aquí todas aquellas leyes que facultan la celebración de Tratados internacionales, regulan instituciones, delimitaciones competenciales, cuestiones referentes al orden sucesorio de la Corona, o delimitaciones territoriales.

			Tampoco aquí se plantean importantes problemas de delimitación material en la medida en que algunas son leyes meramente formales (GÁLVEZ MONTES) y otras, sobre todo las atinentes a instituciones, consisten en la regulación concreta de esa institución.

			D) La posición de las leyes orgánicas en el sistema de fuentes

			En los primeros años de desarrollo constitucional, la doctrina llegó a entender de forma mayoritaria que las leyes orgánicas constituían un escalón intermedio entre la Constitución y las leyes ordinarias. De esta forma se había trastocado totalmente el sistema de fuentes de nuestro ordenamiento jurídico con la aprobación de la Constitución, anteponiendo a las leyes ordinarias, de una parte, la Constitución que era una Constitución normativa, y de otra parte un conjunto de leyes, consideradas por el constituyente de mayor importancia que las ordinarias, por las instituciones o materias que regulaban, y para las que había establecido un sistema de aprobación reforzado por una mayoría absoluta. Esto con independencia de las sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional en su función de intérprete supremo de la Constitución, y que también irrumpía por primera vez en el ordenamiento jurídico como una fuente del derecho.

			Sin embargo, muy pronto esa consideración, avalada quizás por las circunstancias políticas que propiciaron la necesidad de postergar la regulación de algunas materias sustraídas al consenso, dio paso a una consideración distinta de la posición de las leyes orgánicas en el sistema de fuentes. La relación entre las leyes orgánicas y ordinarias tenía que ser competencial en la medida en que las materias estaban tasadas y no cabía hablar de jerarquización entre materias no coincidentes.

			Por otra parte, del hecho de que el proceso de tramitación y aprobación de las leyes orgánicas difiera del de las leyes ordinarias, no se desprende ciertamente un diferente grado de jerarquización, pues las normas emanan del mismo órgano de producción.

			Aunque ha remitido en buena medida la cuestión, sigue teniendo interés el planteamiento acerca de cuál es la posición jerárquica de las leyes orgánicas en nuestro sistema de fuentes.

			Efectivamente, el hecho de que exista una reserva de materias, y sean solamente estas y no otras, las que pueden ser reguladas por ley orgánica, abunda en la idea del principio de competencia.

			En congruencia con esto, debe entenderse que una ley ordinaria que invada materias reservadas por la Constitución a una ley orgánica es inconstitucional por infringir el artículo 81 CE.

			Por su parte, el Tribunal Constitucional ha considerado que cuando una ley orgánica invada materias que no son de su competencia no es declarada inconstitucional, sino vigente en el ordenamiento como ley ordinaria. Sin embargo, una ley ordinaria que invada materias atribuidas constitucionalmente a las leyes orgánicas, sí será declarada inconstitucional.

			Esta interpretación se basa además en el principio de conservación de las normas jurídicas. El hecho de que una ley orgánica contenga disposiciones que por la materia corresponden a una ley ordinaria, no implica su inconstitucionalidad, sino su vigencia como ley ordinaria. Esto permite además la coexistencia de normas de ley orgánica con otras de ley ordinaria en un mismo texto, si bien el legislador deberá detallar a cuáles atribuye la naturaleza de orgánicas y a cuál la de ordinarias (STC 76/1983).

			De la dificultad en la delimitación material de los contenidos de las leyes orgánicas (materias conexas, dificultad del término «afectar») se desprende la insuficiencia de la relación competencial entre las leyes orgánicas y las ordinarias, y la necesidad de completar esa relación.

			Pero para producir aún más confusión, el artículo 28.2 LOTC introduce el principio de jerarquía cuando atribuye al TC la posibilidad de declarar inconstitucional una ley en el caso de que no haya sido aprobada como ley orgánica, y derogue o modifique una ley aprobada con tal carácter, cualquiera que sea su contenido. Esta posibilidad se basa en la infracción del artículo 81 de la Constitución, que ha establecido las materias objeto de regulación por ley orgánica. Un importante sector de la doctrina considera que este precepto consolida una relación jerárquica entre la ley ordinaria y la ley orgánica. Sin embargo, y con independencia de que la relación competencial pueda o no ser insuficiente para solventar un conflicto entre ley ordinaria y ley orgánica, lo cierto es que en una ley orgánica como es la LOTC, no se puede regular esta relación, precisamente por tratarse de una ley orgánica.

			Y no se puede definir en una ley orgánica la capacidad de esas mismas leyes.

			Con esto nos encontramos con la consideración de que justamente ese artículo 28.2 puede ser inconstitucional (CHOFRE) en la medida en que intenta modificar el artículo 81 de la Constitución apartando a las leyes orgánicas de ese criterio material al permitir declarar inconstitucional una ley atendiendo al criterio formal. La posibilidad de que «cualquiera que sea su contenido» una ley ordinaria que derogue preceptos de ley orgánica se pueda declarar inconstitucional, introduce un criterio de jerarquía que no tiene respaldo en el artículo 81 de la Constitución.

			En realidad, ninguna de las dos posiciones, la que considera que la relación entre la ley orgánica es exclusivamente competencial y la que considera que esa relación es jerárquica dan cuenta del todo de la verdadera dimensión del problema. De alguna manera no se puede prescindir totalmente del criterio de jerarquía en la medida en que el deslinde competencial no es perfecto desde el punto de vista de la materia que comprenden las leyes orgánicas, como hemos visto difícil de acotar en algunos casos. Esto implica que necesariamente se planteen conflictos entre las leyes orgánicas y las ordinarias en relación sobre todo con los límites de «desarrollo» de los derechos fundamentales, o con la determinación del término «afectar», en los que el criterio competencial se muestra insuficiente para la delimitación de la ley orgánica de la ordinaria. En estos casos, la labor interpretativa del derecho, en el momento de la aplicación, ha de decantarse si hay conflicto, por una u otra norma, lo que puede exigir la utilización del criterio jerárquico, por insuficiencia del competencial.

			Esto ha inducido a algún sector doctrinal a combinar ambos criterios (PÉREZ ROYO) basándose además en las primeras consideraciones que el Tribunal Constitucional hizo acerca de los métodos de resolución en los casos en que inciden sobre una misma materia las leyes orgánicas y las ordinarias (STC 5/1981). Aunque en puridad hay que entender que entre una ley orgánica y una ley ordinaria no puede haber identidad material, pues de producirse esa identidad, o bien la ley orgánica quedaría vigente como ley ordinaria, si ha invadido competencias materiales que no son de ley orgánica, o bien la ley ordinaria sería inconstitucional por haber regulado materias propias de ley orgánica.

			En tal caso, se puede hablar de aplicación preferente de la ley orgánica sobre la ley ordinaria (F. BALAGUER) basándose esa superioridad no en un criterio jerárquico de fuentes, sino en la propia importancia que la Constitución otorga a esa ley con un procedimiento específico y de mayor exigencia numérica para su aprobación.

			Es por lo tanto en el momento de la aplicación del derecho donde se actualizan estos límites materiales por las materias conexas, o por los condicionantes del término «afectar» de los derechos fundamentales.

			Ahora bien, estos conflictos tienen en nuestro ordenamiento jurídico cauces suficientes de resolución en la jurisdicción constitucional a través de la cuestión de inconstitucionalidad, cuando el juez o tribunal, en el momento de la aplicación de la norma dude de la constitucionalidad de una ley ordinaria por entender que corresponde su normación a través de ley orgánica, y en última instancia, dejar al Tribunal Constitucional la función que tiene atribuida respecto de la constitucionalidad de las leyes.

			
2. LAS LEYES ORDINARIAS


			El artículo 87 CE dice que la iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado. También las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar al Gobierno la adopción de un proyecto de ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres miembros de la Asamblea o Parlamento autonómico encargados de su defensa. Finalmente, se puede instar una ley por iniciativa popular mediante la presentación ante el Congreso de una proposición de ley: para ello se exigen 500.000 firmas acreditadas, estando excluidas de dicha iniciativa las leyes orgánicas, tributarias o de carácter internacional y la prerrogativa de gracia.

			Una vez aprobados por el Consejo de Ministros, los proyectos de ley se someterán al Congreso acompañados de una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos.

			Después de aprobado un proyecto o proposición de ley en el Congreso, se remitirá al Senado que puede aprobar el texto, vetarlo o introducir enmiendas. Si se da una de las dos últimas situaciones, volverá al Congreso, quien deberá ratificar su aprobación o, en su caso, pronunciarse sobre las enmiendas.

			Finalmente, aprobado el texto por las Cortes Generales, el Rey sancionará la ley en un plazo de quince días, la promulgará y ordenará su inmediata publicación en el Boletín Oficial del Estado, entrando en vigor a los veinte días de esta publicación, salvo que la propia ley dispusiera otra cosa.

			
V. LAS NORMAS CON FUERZA DE LEY

			
1. LOS DECRETOS-LEYES


			La Constitución Española regula los decretos-leyes en el artículo 86. Dice esta norma que «en caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de decretos-leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades fundamentales de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general».

			Deben ser convalidados, en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación o convertidos en ley mediante un procedimiento de urgencia en su tramitación en las Cámaras. En realidad, no son dos opciones alternativas, sino sucesivas, puesto que existe la mera convalidación o la convalidación seguida de conversión en ley.

			La convalidación de los decretos-leyes exige que sean inmediatamente sometidos a debate y votación de la totalidad en el Congreso de los Diputados convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación. Esta cámara habrá de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre su convalidación o su derogación para lo cual el Reglamento del Congreso de Diputados, establecerá un procedimiento especial y sumario.

			Indica la Constitución que, durante ese plazo de treinta días, las Cortes podrán tramitarlos como proyectos de ley por el procedimiento de urgencia: en realidad, aquí ha de tenerse en cuenta lo que se ha dicho antes sobre esta opción.

			Al tratarse de una cesión de soberanía popular, que el Parlamento deja temporalmente en manos del Gobierno, el constituyente ha sido particularmente exigente con los requisitos del decreto-ley. En primer lugar, ha de tratarse de casos de extraordinaria urgencia y necesidad, que impidan la tramitación normal de esa norma como un proyecto de ley, y justifiquen por lo tanto esa cesión. Este elemento se denomina «presupuesto habilitante», en la medida en que actúa como precondición de la existencia misma de la norma: si no hay razón de extraordinaria y urgente necesidad, el RDL deviene inconstitucional. Así lo ha interpretado el Tribunal Constitucional desde sus primeras sentencias (STC 111/1983), exigiendo además la motivación en el texto del RDL de las razones que justifican la excepcionalidad de la regulación.

			Ciertamente este Tribunal ha interpretado el concepto de urgencia desde un punto de vista moderado —no se trata de una urgencia vital—, lógicamente, sino de una urgencia que exija acometer por parte del Gobierno medidas que contribuyan al desarrollo de su propio programa político y que, en el caso de tener que llevarse a cabo después de la larga tramitación de un proyecto de ley, pudieran resultar ineficaces.

			Sobre los límites materiales de los decretos leyes y el presupuesto habilitante la STC 16/2021, de 28 de enero, declara nulidad parcial de los preceptos que tipifican como supuesto de incumplimiento de la función social de la propiedad de la vivienda su desocupación permanente y establecen medidas coactivas para su cumplimiento (STC 93/2015). Esta STC conoce de un recurso de inconstitucionalidad planteado por ochenta y seis diputados del grupo parlamentario popular del Congreso contra decretos-leyes del Gobierno de la Generalitat de Cataluña, como el Decreto-ley 17/2019, de 23 de diciembre, de medidas urgentes para mejorar el acceso a la vivienda, por vulneración del presupuesto habilitante.

			El TC reproduce su doctrina sobre el presupuesto habilitante declarando que «De acuerdo con una consolidada jurisprudencia de este tribunal, iniciada en la STC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3, el control del presupuesto habilitante del artículo 86.1 CE exige, primero, que el Gobierno haga una definición «explícita y razonada» de la situación concurrente, y segundo, que exista además una «conexión de sentido» entre la situación definida y las medidas que en el decreto-ley se adopten. Los recurrentes cuestionan el cumplimiento de estas dos exigencias constitucionales» [FJ 3.a)].

			En segundo lugar, ha de contraerse a aquellas materias constitucionalmente acotadas, para las que no sea exigible necesariamente la regulación por ley y que han sido descritas en el propio artículo 86 CE.

			Y, en tercer lugar, el requisito formal de que se someta de manera inmediata a debate y votación de totalidad al Congreso de los Diputados, de modo que en el plazo de los siguientes treinta días haya podido convalidarse como decreto-ley.

			La Constitución trata con esto de evitar que el Gobierno pueda dictar decretos-leyes de manera arbitraria, sin sometimiento a formalidad alguna, y hurtar así competencias a la soberanía popular.

			
2. LOS DECRETOS LEGISLATIVOS


			El artículo 82 CE establece la posibilidad de que las Cortes Generales deleguen en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre materias determinadas no incluidas en el ámbito competencial de las leyes orgánicas.

			Esa delegación ha de efectuarse mediante una ley de bases o una ley ordinaria. En el primer caso se trata de elaborar un texto articulado y en el segundo de refundir varios textos legales en uno solo.

			La ley de delegación ha de contener un plazo para su ejercicio y una delimitación concreta de la materia a articular o refundir. No se puede conceder de manera implícita o por tiempo indeterminado y es intransferible a órganos distintos al propio gobierno.

			En cuanto a la ley de bases, se determinarán en las bases tanto el objeto como el alcance de la delegación legislativa, así como los principios y criterios que hayan de seguirse para su ejercicio.

			La autorización para la refundición de textos legales fijará el ámbito normativo a que se refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.

			Por lo que se refiere al control de los decretos legislativos, el apartado 6 del artículo 82 CE establece la posibilidad de que las leyes de delegación establezcan sus propias fórmulas de control, sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales. Esta segunda forma de control plantea un problema acerca de la naturaleza jurídica de los decretos legislativos en cuanto parece que el control se puede ejercer por parte de la jurisdicción ordinaria, lo que equivaldría a considerar que su naturaleza jurídica no es de ley sino de norma infralegal, dado que el monopolio del control de las leyes viene atribuido en exclusiva al Tribunal Constitucional, y el precepto hace referencia a «tribunales» en plural.

			Por tanto, el control de los decretos legislativos en principio viene atribuido a los jueces y tribunales ordinarios por la propia redacción del artículo 82.6. Sin embargo, al considerarse los decretos legislativos normas con naturaleza de ley, la competencia debería ser atribuida en exclusiva al Tribunal Constitucional que tiene el monopolio del control de constitucionalidad de las normas con rango de ley. La posibilidad de conciliar ambas jurisdicciones ha sido relacionada por la doctrina con el concepto de ultra vires, o exceso de legislación que el gobierno pudiera hacer de su competencia. Si el decreto legislativo incurre en este vicio de legalidad, la jurisdicción ordinaria en principio tendría competencia para controlar ese exceso legislativo. Sin embargo, si el Gobierno se mantiene dentro de los límites concretos de la delegación legislativa, la posibilidad de declarar la inconstitucionalidad corresponde en exclusiva al Tribunal Constitucional.

			Las razones de ese doble control son históricas. En el régimen anterior, ante la inexistencia de una jurisdicción constitucional, el control de los decretos legislativos había de hacerse por la jurisdicción ordinaria. Ahora, una vez establecida por la Constitución la jurisdicción constitucional, y dada la naturaleza de norma con fuerza de ley que tiene el decreto legislativo, lo razonable habría sido la competencia del Tribunal Constitucional en exclusiva. Sin embargo, la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa en su artículo 1.1, atribuye a los jueces y tribunales ordinarios el control de los decretos legislativos. Esta ley, en la medida en que es posterior a la Constitución, lleva a insistir en el doble control de constitucionalidad: de una parte la jurisdicción ordinaria y, de otra, la constitucional.

			Tal dualismo conlleva en la práctica la dificultad de distinguir cuándo estamos ante un exceso de legislación, sobre todo en lo que se refiere a la interpretación de las bases que el Parlamento confía al Gobierno para la elaboración de un decreto legislativo, en cuyo caso la competencia la tendría la jurisdicción ordinaria, y cuándo ante una inconstitucionalidad del decreto legislativo, controlable en tal caso por el Tribunal Constitucional.

			La jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha admitido ese doble control en la STC 51/1982, de 19 de julio, y no ha rechazado en ningún caso hasta ahora la competencia para dictar sentencia en los recursos de inconstitucionalidad contra los decretos legislativos, pero sí ha llamado la atención en todos los casos acerca de las posibilidades de que sean los tribunales ordinarios los que pudieran juzgar las disposiciones que incurrieran en ultra vires (SSTC 69/1983, 47/1984, 179/1992 y 205/1993).

			Sin embargo, en la práctica se plantean importantes problemas de delimitación entre el contenido ultra vires y las razones de inconstitucionalidad. Para empezar, todo contenido ultra vires, es decir, todo exceso sobre la delegación por parte del Gobierno en el contenido del decreto legislativo sería, por reconducción, un motivo de inconstitucionalidad por infracción del propio artículo 82 CE. Pero quizás el problema fundamental que plantea el control por la vía de la jurisdicción ordinaria, sea el de que hasta qué punto el Poder Judicial debe anular una norma con rango de ley, habida cuenta el principio de la división de poderes que sustenta el sistema democrático. Ciertamente que solo lo hace en la medida en que dicha norma, al incurrir en ultra vires, ha de ser devaluada de rango y ya no tendría propiamente el de ley, sino sería norma reglamentaria, aunque sin duda cuando el juez dicta la sentencia todavía esa norma tiene rango de ley.

			Finalmente, la competencia compartida tiene en la práctica una mayor efectividad, por los efectos erga omnes que tienen las sentencias del Tribunal Constitucional en relación con las dictadas por la jurisdicción ordinaria. Esto permite que los tribunales ordinarios realicen un control de competencia, es decir, si el Gobierno se ha excedido o no de las atribuciones que le ha conferido el Parlamento, y el Tribunal Constitucional un control material de constitucionalidad, comprobando si se ha vulnerado alguna norma constitucional en el contenido del RDLegislativo.

			
VI. LOS TRATADOS INTERNACIONALES

			El artículo 93 CE dice que «Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados internacionales por los que se atribuya una organización o institución internacional el ejercicio de las competencias derivadas de la Constitución». En función del contenido del tratado, corresponde a las Cortes Generales o al Gobierno, la garantía de su cumplimiento y de las resoluciones emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

			Otras previsiones se recogen en los artículos 94 y 95 y 96. El artículo 94 exige la previa autorización de las Cortes, para aquellos tratados de carácter político, militar, que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos o deberes fundamentales, y obligaciones fiscales para la Hacienda Pública, que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas legislativas para su ejecución.

			Finalmente, siempre habrá una obligación por parte del Gobierno, de informar inmediatamente al Congreso y al Senado de cualquier otro tratado internacional que haya llevado a efecto.

			El artículo 95 CE pretende armonizar los tratados con el texto constitucional y, en tal sentido, exige que cuando se quiera celebrar un tratado que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución, se lleve a cabo previamente una reforma constitucional para que el ordenamiento jurídico no entre en contradicción.

			La institución que debe dictaminar previamente si existe contradicción entre el texto constitucional y el texto del tratado es el Tribunal Constitucional, y los sujetos legitimados para solicitar su intervención son el Gobierno y el Parlamento en cualquiera de las dos Cámaras.

			Así ha tenido lugar en dos ocasiones en las que la firma de un tratado podía colisionar con la Constitución. La primera fue con motivo de la firma del Tratado Constitutivo de la Comunidad Económica Europea en la redacción que resultaría del artículo G B, 10, del Tratado de la Unión Europea, por una posible contradicción entre el artículo 13.2 CE y el artículo 8 B, apartado 1 de este tratado, en referencia a la posibilidad de sufragio pasivo de los ciudadanos de la Unión. El requerimiento originó la Declaración del Tribunal Constitucional de 1 de julio de 1992, que concluyó en la necesidad de reformar ese precepto constitucional.

			El segundo requerimiento fue con motivo de la necesidad de contrastar la Constitución con algunos artículos del Tratado por el que se establecía una Constitución para Europa, firmado en Roma el 29 de octubre de 2004. En esta Declaración, de 13 de diciembre de 2004, el Tribunal reafirma por mayoría la primacía del Derecho Comunitario y la no existencia de contradicción entre el tratado y la Constitución Española.

			Finalmente, el artículo 96 CE regula los efectos de los tratados. Una vez publicados oficialmente en España, forman parte del derecho interno, y solo podrán ser modificados o derogados por el mismo procedimiento de su aprobación.
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